CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION PRIMERA 
Bogotá, D.C.,  veinte (20) de febrero de dos mil catorce (2014). 

CONSEJERA PONENTE: DOCTORA MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ.

REF: Expediente núm. 2012-00292-00. 

        Acción: Nulidad.

        Actor: NELSON LEÓN BEDOYA GARCÍA.

Se decide en única instancia la demanda que interpuso el señor NELSON LEÓN BEDOYA GARCÍA, en ejercicio del medio de control de nulidad consagrado en el artículo 137 de la Ley 1437 de 2011 -C.P.A.C.A.-, contra la Resolución núm. 000027 de 30 de marzo de 2012, expedida por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. 
I.- LA DEMANDA.

Solicita el actor que se declare:

La nulidad de la Resolución  núm. 000027 de 30 de marzo de 2012, “Por la cual se adiciona y modifica la Resolución 4240 de 2000”.

I.2.- En síntesis, explica los hechos así:

El acto acusado se expidió en ejercicio de las facultades legales conferidas al Director General de Impuestos y Aduanas Nacionales, en el numeral 12 del artículo 6° del Decreto 4048 de 2008, por el cual se modifica la estructura de la Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales.

La Resolución acusada modificó el numeral 3 y adicionó un numeral al artículo 39-1 de la Resolución núm. 4240 de 2000, en cuanto a la restricción de la importación de las subpartidas arancelarias 17.01, 40.11, 40.12 y 40.13 del Arancel de Aduanas, por algunos puertos, aeropuertos y lugares de arribo de servicio público, con algunas excepciones.

Señala que el acto acusado tuvo en consideración únicamente que, el Parágrafo del artículo 41 del Decreto 2685 de 1999 le otorgaba a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, la facultad de adoptar las medidas necesarias para limitar el ingreso o salida de mercancías por los lugares habilitados bajo control aduanero, por razones de seguridad nacional previamente determinadas por el Gobierno Nacional o por razones de control.

I.3.- Considera que los actos acusados incurren tanto en falsa motivación como en falta de ésta, lo que deviene en violación al debido proceso.

Que los actos acusados incurren en falsa motivación, porque se cita como fundamento jurídico una norma inexistente, a saber, el parágrafo del artículo 41 del Decreto 2685 de 1999 y, en falta de motivación, porque no explica, justifica ni detalla las razones de seguridad nacional previamente determinadas por el Gobierno Nacional, o las razones de control que motivan la expedición del acto.

Estima que los motivos en que se funda el acto deben ser legales, adecuados, ciertos, claros, objetivos y suficientes, pues de lo contrario se está incurso en una causal de nulidad referida al soporte fáctico del acto administrativo. Que los motivos deben ser de tal índole, que determinen no solo la expedición de un acto administrativo sino su contenido y alcance.

Manifiesta que la motivación idónea del acto administrativo preserva el principio de legalidad protegido como derecho fundamental en nuestro ordenamiento Constitucional y no da paso a la arbitrariedad ni al capricho de los servidores que lo emitan; que si bien es cierto que existen actos discrecionales que merman la exigencia de motivación de ciertos actos, nada libera al servidor público de obrar conforme a los principios que rigen la función administrativa, so pena de caer en desvío de poder.

Consideró que bajo el contexto Constitucional del debido proceso, el concepto de violación en este caso, se expresa en el hecho de que en la expedición del acto demandado, de interés general y efectos erga omnes, se incurrió en falsa motivación, y además la DIAN, se extralimitó en el ejercicio de sus funciones.

Que prueba de lo anterior es el hecho de que previamente, en nombre de la Asociación de Comerciantes de Turbo – ACOTUR, le reiteró a la entidad la solicitud de proceder a la revocatoria directa de la Resolución núm. 000027 de 30 de marzo de 2012, no solo por razones sociales, políticas y económicas, sino además por la ausencia de motivación. 

Que la solicitud advertía la necesidad urgente de la revocatoria directa, en la medida en que el perjuicio económico para gran parte de los miembros de ACOTUR podía generar una indemnización de perjuicios por parte del Estado a los afectados por normas expedidas en forma ilegal, pues se estaría ante una falla del servicio. 

II.- TRÁMITE DE LA ACCION.

A la demanda se le imprimió el trámite del procedimiento ordinario consagrado en el artículo 179 del C.P.A.C.A., en desarrollo del cual se surtieron las etapas de admisión, fijación en lista, audiencia inicial, se prescindió de la audiencia de pruebas por ser el asunto de puro derecho y se corrió traslado para alegar de conclusión.

II.1.-CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.
La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, manifiesta que de conformidad con los artículos 6°, numeral 12 (modificado por el artículo 4° del Decreto 1321 de 2011), y 41 (modificado por el artículo 1° del Decreto 111 de 2010), del Decreto 2685 de 1999,  -Estatuto Aduanero-, se derivan amplias facultades para ejercer el control aduanero en las zonas del territorio aduanero que se requieran; que entre las políticas de control se establecen las restricciones para el ingreso de ciertas mercancías por determinados puertos  o lugares de arribo, como también se han expedido actos tales como, la Resolución núm. 7408 de 2010 “por la cual se establece la obligación de presentar declaración de importación anticipada de algunas mercancías” y el artículo 365  de la Resolución núm. 4240 de 2000, que prohíbe el tránsito aduanero para las materias textiles y sus manufacturas y calzado; dichas medidas se toman para mitigar el riesgo de ingreso ilegal de mercancía por ciertos lugares de la geografía nacional o para el control de su ingreso, por ser productos sensibles al contrabando y a la subfacturación.

Considera que las pretensiones de la demanda no pueden prosperar, porque la norma acusada obedece a un análisis exhaustivo de los riesgos asociados a la importación de las mercancías señaladas en el acto, pues se ha evidenciado que estos sectores de la economía han sido permeados de manera contundente  por grupos que se dedican al contrabando y al lavado de activos que, a su vez, financian actividades criminales y de terrorismo, convirtiéndose no solo en un problema económico y social, sino de seguridad nacional, que ameritó su expedición a través de la restricción, como medida de control para el flagelo del contrabando en sus distintas modalidades de abierto, doblete y técnico.

III.- ALEGATO DEL MINISTERIO PÚBLICO.

El Procurador Primero Delegado ante el Consejo de Estado, consideró que la norma acusada se encuentra conforme con el ordenamiento jurídico y, en consecuencia, las pretensiones del actor no están llamadas a prosperar.

Señala que, a diferencia de lo afirmado por el actor, el parágrafo del artículo 41 del Decreto 2685 de 1999, al que hace referencia el acto acusado, sí existe, y del mismo se desprende la facultad de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales para adoptar medidas con el fin de limitar el ingreso o salida de mercancías por los lugares habilitados, en los precisos términos que el mismo señala, entre ellos, que las medidas deben estar debidamente soportadas o justificadas en los análisis previos de la información y evidencia que arroje la metodología del riesgo y guardando proporción con el fin perseguido.

En cuanto al cargo de falta de motivación, que el actor alega, expresó que de conformidad con el parágrafo del artículo 41 y el artículo 475, numeral 1, del Estatuto Aduanero, “SISTEMA DE ADMINISTRACIÓN DEL RIESGO”, se observa que una disposición de control de carácter restrictivo, como la contenida en el acto acusado, debe contener el soporte o justificación como resultado de un análisis previo de la información relacionada, así como la evidencia que arroje el sistema de administración del riesgo, como herramienta de ponderación de indicadores y demás variables que integran la actividad aduanera.

Precisó que en atención a que el acto acusado modifica y adiciona la Resolución núm. 4240 de 2000, su origen debe ser entendido en el contexto de la expedición de esta última. 

Observó que dadas las características propias de los actos administrativos que implementan esta clase de medidas de control, por encontrarse los mismos precedidos de copiosa información, de carácter técnico, jurídico y financiero, que les sirve de sustento, para efectos prácticos, estos elementos y las conclusiones que se derivan de su análisis, no se incorporan al cuerpo mismo del acto administrativo, pero ello no implica que esté viciado de nulidad y menos aún que involucre una violación al debido proceso.
IV.-
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

El problema jurídico consiste en dilucidar si el acto administrativo acusado, a saber, la Resolución núm.  00027 de 30 de marzo de 2012, “Por la cual se adiciona y modifica la Resolución 4240 de 2000”, expedida por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales -DIAN-, fue emitida con fundamento en una norma que no existe y sin motivación.

La Resolución demandada reza:

“RESOLUCIÓN NÚMERO 000027 DE 2102
(30 de marzo de 2012)

Por la cual se adiciona y modifica la Resolución 4240 de 2000

EL DIRECTOR GENERAL DE ADUANAS NACIONALES

En ejercicio de las facultades legales conferidas en el numeral 12 

del artículo 6° del Decreto 4048 de 2008 y, 

CONSIDERANDO:


Que el Parágrafo del artículo 41 del Decreto 2685 de 
1999, le otorga a la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales la facultad de adoptar las medidas necesarias 
para limitar el ingreso o salida de mercancías por los 
lugares habilitados bajo 
control aduanero, por razones de 
seguridad nacional previamente determinadas por el 
Gobierno Nacional o por 
razones de control, por lo que es 
fundamental determinar el alcance de las medidas 
adoptadas en el artículo 39 de la Resolución 4240 de 
2000. (Resalta la Sala)
RESUELVE:


ARTÍCULO 1°. Modifíquese el numeral 3 y adiciónese un 
numeral al artículo 39-1 de la resolución 4240 de 2000 así:


3. 40.11, 40.12, y 40.13 del Arancel de Aduanas, por las 
jurisdicciones de las Direcciones Seccionales de Urabá, 
Tumaco, Maicao y Riohacha, salvo aquellas mercancías que 
ingresen al departamento de la Guajira por Puerto Bolívar.


4. 17.01 del Arancel de Aduanas, por las jurisdicciones de las 
Direcciones Seccionales de Urabá y Tumaco.


ARTÍCULO 2°.  DEROGATORIAS Y VIGENCIA. …” .

Contra la anterior disposición el actor endilga los siguientes cargos:
Primer cargo: A juicio del actor, el acto está falsamente motivado porque está fundamentado en un parágrafo, que no existe, en el artículo 41 del Decreto 2685 de 1999.

El artículo 41 del Decreto 2685 de 1999, consagra:

“ARTICULO 41. LUGARES HABILITADOS PARA EL INGRESO Y SALIDA DE MERCANCÍAS BAJO CONTROL ADUANERO. <Artículo modificado por el artículo 1 del Decreto 111 de 2010. El nuevo texto es el siguiente:> Son aquellos lugares por los cuales la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales permite el ingreso y salida de mercancías bajo control aduanero del territorio aduanero nacional. En el acto administrativo de habilitación deberán delimitarse claramente los sitios que constituyen Zona Primaria Aduanera, disponiendo si fuere del caso, su demarcación física y señalización.
Para la habilitación de puertos y aeropuertos, la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales exigirá que las instalaciones destinadas a las operaciones de cargue, descargue, custodia, almacenamiento y traslado de las mercancías bajo control aduanero y 
aquellas áreas destinadas a la realización de las operaciones aduaneras, 
cuente con la debida infraestructura física y con los sistemas y dispositivos de seguridad que garanticen, a satisfacción de dicha entidad, la seguridad de  las mercancías y el pleno ejercicio del control aduanero.

La autoridad aduanera, en coordinación con las autoridades 
portuarias y aeroportuarias y con los administradores de los 
puertos y aeropuertos habilitados, dispondrá de las 
medidas y procedimientos tendientes a asegurar en la Zona 
Primaria Aduanera, el ejercicio sin restricciones de la 
potestad aduanera, donde además de lo previsto en el 
inciso anterior, deberá reglamentar conjuntamente con las 
autoridades competentes, la circulación de vehículos y 
personas y 
disponer de sistemas de identificación de los 
mismos.

El incumplimiento de las medidas establecidas en desarrollo de lo previsto en este artículo por parte de los titulares de la habilitación podrá ocasionar la pérdida de la habilitación para la entrada y salida de mercancías del territorio aduanero nacional.

PARÁGRAFO. La Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales, de conformidad con los compromisos 
internacionales debidamente 
adquiridos por el país, podrá, 
por razones de seguridad nacional previamente 
determinadas por el Gobierno Nacional o por razones de 
control, establecidas conforme a los criterios del sistema de 
administración del riesgo, adoptar medidas para limitar el 
ingreso o salida de mercancías por los lugares 
habilitados.
En todo caso las medidas de limitación de ingreso o salida de 
mercancías deberán estar debidamente soportadas o 
justificadas en los 
análisis previos de la información y 
evidencia que arroje el sistema de administración del 
riesgo, y ser proporcionales al fin que se persiga”. (Resalta la 
Sala)

La Resolución acusada fue expedida en el año 2012, cuando el artículo 41 del Decreto 2685 de 1999 ya había sido modificado por el artículo 1° del Decreto 111 de 2010; además, el parágrafo del artículo 41 siempre ha existido desde la expedición del Decreto 2685 de 1999, en el sentido de facultar a la DIAN para adoptar medidas para limitar el ingreso o salida de mercancías por los lugares habilitados. En efecto, esta norma disponía:


“ARTÍCULO 41. Son aquellos lugares por los cuales la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales permite el ingreso y salida de mercancías bajo control aduanero del territorio aduanero nacional. 

 



En el acto administrativo de habilitación deberán delimitarse claramente los sitios que constituyen Zona Primaria Aduanera, disponiendo si fuere del caso, su demarcación física y señalización. 

  



Para la habilitación de puertos y aeropuertos, la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales exigirá que las instalaciones destinadas a las operaciones de cargue, descargue, custodia, almacenamiento y traslado de las mercancías bajo control aduanero y aquellas áreas destinadas a la realización de las operaciones aduaneras, cuenten con la debida infraestructura física y con los sistemas y dispositivos de seguridad que garanticen, a satisfacción de dicha entidad, la seguridad de las mercancías y el pleno ejercicio del control aduanero. 

 



La autoridad aduanera, en coordinación con las autoridades portuarias y aeroportuarias y con los administradores de los puertos y aeropuertos habilitados, dispondrá de las medidas y procedimientos tendientes a asegurar en la Zona Primaria Aduanera, el ejercicio sin restricciones de la potestad aduanera, donde además de lo previsto en el inciso anterior, deberá reglamentar conjuntamente con las autoridades competentes, la circulación de vehículos y personas y disponer de sistemas de identificación de los mismos. 

 



El incumplimiento de lo previsto en este artículo por parte de los titulares de la habilitación podrá ocasionar la pérdida de la habilitación para la entrada y salida de mercancías del territorio aduanero nacional. 

 



PARAGRAFO. La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales podrá por razones de control, prohibir o restringir el ingreso o salida de determinadas mercancías por los lugares habilitados”. (Resalta la Sala)

De lo expuesto, se tiene que la DIAN sí tenía la facultad para expedir el acto acusado, por lo que no estuvo falsamente motivado en el parágrafo del artículo 41 del Estatuto Aduanero, luego el cargo no prospera.

La Sala reitera lo expresado en reciente fallo de 23 de enero de 2014 (Expediente núm. 2012-00293, Actor: Nelson León Bedoya García, quien es el mismo de este proceso, Consejero ponente doctor Guillermo Vargas Ayala), en el cual se denegaron las pretensiones de la demanda, relativas a declarar la nulidad de la Resolución núm. 001144 de 17 de febrero de 2012, que adicionó y modificó la Resolución núm. 4240 de 2000, expedida por la DIAN, en la cual manifestó que era evidente que la acusación del demandante, respecto a una supuesta falsa motivación por la inexistencia del parágrafo del artículo 41 del Decreto 2685 de 1999, que fundamentó el acto, no tenía asidero. 

Segundo cargo: Según el demandante, el acto no está motivado, porque en él no se explican, justifican ni detallan las razones de seguridad nacional previamente determinadas por el Gobierno nacional o las razones de control que motivan su expedición, pese a que la Administración está obligada a expresarlas de manera cierta, clara y objetiva.

Diferentes pronunciamientos de esta Corporación han reiterado la necesidad de que los actos administrativos sean motivados; precisamente la reciente sentencia de 23 de enero de 2014, antes mencionada, sobre la motivación de las decisiones de la Administración, expuso:


“Motivación de los actos administrativos. Constituye un 
elemento necesario para la existencia de un acto 
administrativo que haya unos motivos que originen su 
expedición y que sean fundamento de la decisión que 
contienen. Es decir, deben existir unas circunstancias o 
razones de hecho y/o de derecho que determinan la 
expedición del acto y el contenido o sentido de la respectiva 
decisión.


Los motivos son entonces el soporte fáctico y jurídico que 
justifican la expedición del acto administrativo y el sentido de 
su declaración y, por lo general, cuando por disposición legal 
deben ponerse de manifiesto, aparecen en la parte motiva o 
considerativa del acto. En todo caso aunque no se manifiesten 
expresamente los motivos  debe existir una realidad fáctica y 
jurídica que le de sustento a la decisión administrativa, que 
normalmente está contenida en los “antecedentes del acto”, 
representados por lo general en diferentes documentos como 
estudios, informes, actas, etc.”


… .


… Respecto de los actos administrativos de carácter 
general, en razón a su naturaleza y alcance, por regla 
general es 
suficiente  tener como motivación en ellos la 
indicación de sus fundamentos legales y de su 
objeto, salvo que exista una disposición de ley que 
ordene una motivación diferente, tal como lo ha 
precisado la jurisprudencia de esta Corporación
 
(Resalta la Sala).


… .


La falta de motivación plantea al Juez un problema de 
valoración directa del cuerpo o contenido del acto para 
determinar si se expresan o no las razones para su expedición 
y si lo dicho es suficiente para tener como motivación”.
En este caso, la norma que otorga facultades a la DIAN para restringir o limitar el ingreso o salida de mercancías por lugares habilitados, como ya se dijo, es el parágrafo del artículo 41 del Decreto 2685 de 1999, que exige que la decisión se soporte en razones de seguridad nacional, previamente determinadas por el Gobierno Nacional o por razones de control, y que, en todo caso las medidas estén soportadas o justificadas en los análisis previos de información y evidencia que arroje la metodología de administración del riesgo, y sean proporcionales al fin perseguido.

En el acto acusado, que es de carácter general,  se lee que “es fundamental determinar el alcance de las medidas adoptadas en el artículo 39 de la Resolución núm. 4240 de 2000” (“Por la cual se reglamenta el Decreto 2685 de diciembre 28 de 1999”). La normativa contenida en el Decreto 2685 de 1999 – Estatuto Aduanero, no consagra una disposición especial sobre la forma de motivar los actos administrativos sobre la materia.

Ahora bien, el mencionado artículo 39, dispuso restricciones y prohibiciones para el ingreso de mercancías al territorio nacional.

Lo cierto es que el acto acusado consideró que su expedición era fundamental para determinar el alcance de las medidas adoptadas en el artículo 39 de la Resolución núm. 4240 de 2000, norma ésta que goza de presunción de legalidad, lo que indica que las medidas de limitación de ingreso de mercancías debieron estar soportadas o justificadas en los análisis o estudios previos que se tuvieron en consideración para expedir dicho artículo 39, que se presume fue motivado, que fue el que dispuso las restricciones o prohibiciones para el ingreso de ciertas mercancías al territorio aduanero nacional.

El actor no explicó por qué el acto acusado no dio alcance a dichas medidas, o fue más allá de ellas, de manera que pudiera estar falsa o parcialmente motivado, o de alguna manera mal motivado o  insuficientemente motivado. Los argumentos del actor no logran desvirtuar la presunción de legalidad de que goza el acto acusado.

En este evento si bien la motivación es breve y resumida, no enerva la legalidad del acto acusado.

Para la Sala es pertinente hacer alusión a la modificación del artículo 39 de la Resolución núm. 4240 de  2000, mediante la Resolución núm. 001144 de 17 de febrero de 2012
, cuya nulidad fue solicitada por el mismo actor, y denegada por esta Sección en la providencia de 23 de enero de 2014, antes citada, porque los cargos formulados son idénticos a los endilgados en esta oportunidad, y tampoco fueron desvirtuados.

La Resolución núm. 001144 de 17 de febrero de 2012, modificó el artículo 39 de la Resolución núm. 4240 de 2000, y la adicionó, entre otras, con un artículo nuevo, que denominó artículo 39-1 que, según la exposición de motivos que obra a folios 44 a 46 del cuaderno principal, se hizo para asignarle un título a las prohibiciones que existen para el ingreso de mercancías dándole la categoría que tienen; textualmente la Resolución en comento dice: “que se hace necesario determinar el alcance de las medidas adoptadas en el artículo 39 de la Resolución 4240 de 2000, precisando específica y expresamente tanto las restricciones como las prohibiciones para el ingreso de mercancías en las zonas primarias”.

Posteriormente, la Resolución acusada en el presente proceso núm. 00027 de 30 de marzo de 2012, modificó el numeral 3 y adicionó el numeral 4 del artículo 39-1 de la Resolución núm. 4240 de 2000 y en sus considerandos tuvo en cuenta no solamente el parágrafo del artículo 41 del Decreto 2685 de 1999, sino también, como ya se precisó, consideró que “es fundamental determinar el alcance de las medidas adoptadas en el artículo 39 de la Resolución 4240 de 2000”.

Lo anterior indica que el artículo 39-1, es un artículo nuevo que se adicionó a la Resolución núm. 4240 de 2000, mediante la Resolución núm. 001144 de 17 de febrero de 2012, para dar alcance al artículo 39, en los siguientes términos:


“ARTÍCULO 2. Adiciónese un artículo a la Resolución 4240 de 
2000 así:


‘ARTÍCULO 39-1. (adicionado por el artículo 2° de la 
Resolución 
núm. 001144 de 2012). Prohibiciones al 
ingreso de mercancías. 
Se prohíbe la importación de los 
bienes clasificados en las siguientes partidas y subpartidas 
que se mencionan a continuación: 


1. …


2. …


3. 40.11, 40.12 y 40.13 del Arancel de aduanas, por las 
jurisdicciones de las Direcciones Seccionales de Urabá, 
Tumaco, Maicao y Riohacha´”.

El acto acusado arguye dar alcance al mismo artículo 39 de la Resolución núm. 4240 de 2000, y por ello modificó el artículo 39-1 (adicionado por la Resolución núm. 001144 de 2012) en el numeral 3, y lo adicionó con el numeral 4 que no existía.

El numeral 3 fue modificado por el acto acusado, exceptuando de la restricción las mercancías que siendo de las partidas mencionadas, ingresen al País por Puerto Bolívar en el Departamento de la Guajira. 

El artículo 39 de la Resolución núm. 4240 de 2000, consagró la misma prohibición en los siguientes términos: “Se prohíbe la importación, por la jurisdicción de las Administraciones de Aduana de Maicao y Riohacha de los bienes clasificados en las partidas arancelarias 40.11 a 40.13  y …”; y había excluido de la prohibición las mercancías que ingresaran al Departamento de la Guajira por Puerto Bolívar. Luego la DIAN lo precisó en el acto acusado.

El acto acusado, como ya se dijo, también adicionó el numeral 4. al artículo 39-1 de la Resolución, así: “4. 17.01 del arancel de Aduanas, por las jurisdicciones de las Direcciones Seccionales de Urabá y Tumaco”, lo que indica que se prohíbe el ingreso de bienes de esta subpartida, por estas Jurisdicciones.

Lo cierto es que la disposición en comento, en efecto dio alcance a la prohibición ya consagrada en el artículo 39 de la Resolución núm. 4240 de 2000 que, como ya se dijo, goza de presunción de legalidad, que textualmente, entre otras, señala: 


“Se prohíbe la importación, por la jurisdicción de las 
Administraciones de Aduana de Maicao y Riohacha, de los 
bienes clasificados en las subpartidas arancelarias … y en las 
partidas arancelarias 10.06 y 17.01”

De manera que los antecedentes de la norma acusada están dados  por los fundamentos y documentos que llevaron a la expedición de la Resolución núm. 4240 de 2000 y, específicamente, de su artículo 39.

Así pues, los cargos formulados no prosperan, en tanto no desvirtúan la presunción de legalidad de que goza el acto administrativo demandado.

Por lo anterior, se denegarán las pretensiones de la demanda, como en efecto se dispondrá en la parte resolutiva de esta providencia.
 En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

F A L L A :
DENIÉGANSE las pretensiones de la demanda. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
Se deja constancia de que la anterior sentencia fue leída, discutida y aprobada por la Sala en la sesión del día 20 de febrero de 2014.
GUILLERMO VARGAS AYALA   
        MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ



    Presidente


MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO          MARCO ANTONIO VELILLA MORENO
� Sentencias de 28 de octubre de 1999, expediente núm. 3443, Consejero ponente Juan Alberto Polo Figueroa;; 26 de julio de 2001, expediente núm. 6717  y 13 de marzo de  2003, expediente 6708-6780, Consejero ponente Manuel S. Urueta Ayola; 17 de abril de de 2008, expediente núm. 2004 00202 01, Consejera ponente Martha Sofía Sanz Tobón. En la Sección tercera, Auto de 12 de diciembre de 2004, expediente 29.754, Consejera ponente Ruth Stella Correa Palacio. En la Sección Cuarta, sentencia de 29 de de mayo de 2003, expediente 13104, Consejero ponente Germán Ayala Mantilla.





� Folio 49 del cuaderno principal.





